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Que reforma el artículo 141 bis al Código Penal para el distrito en materia del Fuero Común y para toda la República en materia del fuero federal, presentada por la diputada Magdalena García Rosas, del grupo parlamentario del PST

La C. Magdalena García Rosas: - Con su venia, señor presidente.

<<Iniciativa de decreto para adicionar el artículo 141 bis al Código Penal para el distrito en materia del Fuero Común y para toda la República en materia del fuero federal.

Señoras y señores diputados: Nuevamente se tratará en esta tribuna el caso de las elecciones de Coahuila. En esta ocasión  los sucesos reales, concretos, demostrables y demostrados, me servirán para fundamentar una iniciativa de ley que es indispensable aprobar cuanto antes; las leyes son justas y aplicables sólo cuando responden a la necesidad del pueblo, de una sociedad determinada, y las necesidades populares exigen respuesta política a través de la promulgación de leyes o adecuación de las vigentes.

No hace falta abundar en las modalidades que las prácticas electorales tienen en nuestra patria. Las conocemos muy bien, aunque no las reconozcamos públicamente. Sólo diré: el fraude electoral ha existido en México desde el siglo pasado. El gobierno de Porfirio Díaz lo practicaba. La lucha popular meramente electoral tiene una larga historia de derrotas. la simple lucha electoral no pudo derrotar al gobierno de Porfirio Díaz.

Pero el pueblo conquistó desde tiempo de don José María Morelos su soberanía y el inalienable derecho de darse la forma de gobierno que prefiera. Ese derecho lo ejerció el pueblo a partir de 1910 por vías no electorales. Y por esas vías su lucha fue victoriosa.

Aún con las armas en las manos, el pueblo llevó al poder gobiernos con la mayor legitimidad de gobierno alguno haya tenido en el presente siglo. Los gobiernos de Carranza, Obregón y calles tuvieron votos, sí, pero su legitimidad estaba dada por el pueblo en armas desde antes.

Un pueblo con una larga experiencia de derrotas en el terreno electoral y una riquísima experiencia de luchas armadas, además triunfantes, fácilmente se lanza a las calles y utiliza la violencia cuando ve escamoteado su voto. En estos momentos, esas actitudes sólo favorecerían al imperialismo y a la reacción interna. Es obligación de las fuerzas progresistas y populares, y de todo aquel que sea o quiera pertenecer a ellas, hacer todo lo posible para que la experiencia histórica de la lucha armada victoriosa la pueda transformar el pueblo en lucha electoral triunfante.

Muchas inercias se oponen a esa transformación. Las elecciones del próximo pasado domingo 25 de octubre, en Coahuila lo demuestran plenamente. Las arraigadas prácticas de los procesos electorales, prácticas viciadas y fraudulentas, están muy lejos de ser suprimidas.

El aparato electoral viciado, con vida y facultades de decisión propias, es maquinaria de fraude desde los tiempos de Porfirio Díaz. No se puede cambiar de un día para otro. La maquinaria, en general, sigue siendo la misma, pese a los esfuerzos de modernidad que sólo cambian su exterior, no su estructura interna, y tiene tantos años de hacer trampa que, a pesar de las órdenes en contrario, vuelve a caer en lo de siempre y comete fraudes que no hacen sino perjudicar a aquellos a quienes pretende beneficiar. Fueron tan evidentes las torpezas de tantos funcionarios electorales en el municipio de Saltillo, por ejemplo, que en él restaron ya legitimidad al triunfo del licenciado Mendoza Berrueto como Gobernador electo y arrojan serias dudas sobre la legitimidad de la proclamación de cualquier candidato como presidente municipal de Saltillo.

Los elementos que configuran un fraude electoral capaz de anular la legitimidad de cualquier candidato a ocupar la presidencia del ayuntamiento de Saltillo, siguiendo con este caso concreto, son los siguientes: De 202 casillas existentes en el municipio de Saltillo, tienen causales de nulidad demostrados por el PST 59, con protestas y pruebas presentadas en su tiempo y forma ante las autoridades electorales que la ley en la materia determina.

De esas 59 casillas, en 31 los representantes del PST, o no fueron aceptados, o se les retiró durante el transcurso de la votación o no se les entregaron actas de escrutinio.

Hay constancia irrecusables, hasta con nombres de tres individuos que, exhibiéndose como funcionarios electorales, fueron los principales causantes de esa irregularidad. La razón para impedir la presencia de representantes del PST, en las casillas es muy clara: no querían los funcionarios electorales que se multiplicaran los sucesos de las casillas 79 y 103, donde notarios públicos dieron fe, fe pública de la que ninguna autoridad puede dudar, de robo de boletas electorales para cruzarlas a favor del PRI y luego depositarlas en "tacos" en las urnas de ésas o de otras casillas. No sólo hay actas notariales, existen fotografías que ilustran las mismas.

No hubo violencia generalizada, cierto, en cambio abundan las pruebas del fraude que hicieron funcionarios electorales. Insistimos, lo hicieron funcionarios electorales con ayuda de algunos ciudadanos sin cargos de ese tipo. No importa si éstos o aquéllos eran o no militantes del PRI. Quienes sean los culpables del fraude no cambia en nada la terca realidad, que sólo es una: Funcionarios electorales mancharon la limpieza de las elecciones en Coahuila.

A todos, al Partido Revolucionario Institucional, al gobierno en funciones en Coahuila, al gobierno que tomará posesión en breve, al pueblo, a todos les conviene, les es necesario, arreglar esta situación. Esperemos que el Colegio Electoral del estado en cuestión encuentre solución al grave problema aquí planteado.

Independientemente de lo que resuelva el Colegio Electoral de Coahuila, queremos resaltar lo sucedido en una casilla del municipio de Saltillo, la número 103 concretamente. En esa casilla se sorprendió a los delincuentes en el momento de cometer fraude electoral. Las acciones y sus resultados estuvieron a la vista, con pruebas gráficas y notariales. El delito se hizo evidente, pero ninguna autoridad judicial se ha atrevido a actuar. No ha habido forma de aplicar las sanciones legales a los delincuentes. Esto mismo va a pasar, multiplicando, en las próximas y ya cercanas elecciones federales si no tomamos medidas a tiempo.

Al igual que en Saltillo, funcionarios menores cometerán mil fraudes si no los detenemos a tiempo. Ni declaraciones de candidatos presidenciales, no exhortos de dirigentes partidarios, incluidos los del PRI, ni las sanciones estipuladas en el Código Federal Electoral, serán suficientes para detener a más de 400 mil funcionarios electorales entre los cuales hay muchos que desde hace 30 años o más han venido haciendo fraudes, al grado que ya los hacen por su propia cuenta y riesgo. Hasta ahora no se sabe de ningún funcionario electoral que haya sido sancionado, penado, por cometer delitos electorales. Hay imposibilidad práctica para aplicarles las penas. Los casos registrados en el municipio de Saltillo que aquí reseñamos, son muy ilustrativos al respecto.

La razón de esa imposibilidad práctica es sólo, una: El delito no está tipificando en el Código Penal. las autoridades judiciales sienten que el asunto no es de competencia y las autoridades electorales no pueden juzgar delitos ni imponer penas, fuera de nulidades de actos electorales. En tanto la sensibilidad política de las autoridades de Coahuila atienden correctamente el problema electoral de allá, nosotros, diputados federales, depositarios de la soberanía y representación popular, sin dejar de observar con atención y aun vigilar e intervenir respetando los principios del federalismo para la correcta actuación de la entidad federativa de Coahuila, debemos tomar medidas para que en adelante los delitos relacionados con la actividad electoral sean efectivamente sancionados conforme a derecho.

Por tal motivo, con la facultad que nos otorga la fracción II del artículo 71 de nuestra Constitución, los diputados de la fracción parlamentaria del Partido Socialista de los Trabajadores proponemos la siguiente.

INICIATIVA DE DECRETO QUE ADICIONA EL CAPÍTULO IX AL TÍTULO PRIMERO DEL LIBRO SEGUNDO DEL CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA DEL FUERO COMÚN, Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA DEL FUERO FEDERAL

Artículo primero. Se adiciona el Capítulo IX al título primero del libro segundo del Código Penal para el Distrito Federal en Materia del Fuero Común, y para toda la República en Materia de Fuero Federal para quedar como sigue:

CAPITULO IX

Fraude Electoral

Artículo 141 - bis. Cometerá el delito de fraude electoral quien incurra en algunas de las acciones u omisiones de las que se hablan en el capítulo único del título tercero del Código Federal Electoral, en sus artículos 340 al 351.

Las sanciones que los jueces deberán imponer son las que se determinan en el Código Federal Electoral en el título, capítulo y los artículos mencionados.

Artículo segundo. Al actual capítulo IX del título primero del libro segundo del Código Penal para el Distrito Federal en Materia de Fuero Común y para toda la República en Materia de Fuero Federal, se le dará el número X.

TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

Atentamente, los diputados de la fracción parlamentaria del PST. Rúbricas.>>

El C. Presidente: - Túrnese a la Comisión de Justicia.

